
 

 

PROVEEDORA BAJA DE 

EQUIPOS Y TEXTILES, S. DE R.L. 

DE C.V.  

VS 

COMITÉ DE ADQUISICIONES 

ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS 

DEL PODER EJECUTIVO DEL 

GOBIERNO DEL ESTADO DE, 

BAJA CALIFORNIA.  

EXPEDIENTE: 122/2013 

SENTENCIA DEFINITIVA  

 

 

  

 Mexical i, Baja Cal ifornia, a cuatro de diciembre 

de dos mil  veinticinco. 

 

 

 SENTENCIA DEFINITIVA  que decreta el 

sobreseimiento del presente juicio contencioso 

administrativo dado que este este Juzgado carece de 

atr ibuciones para conocer del acto impugnado.  

 

 

GLOSARIO  

 

Ley del Tr ibunal:  Ley del  Tr ibunal de lo Contencioso 

Administrativo del Estado Baja 

California (vigente al  inicio del 

presente juicio) .  

 

Tribunal:  Tr ibunal Estatal de Justicia 

Administrativa de Baja Cal ifornia. 

 

 

Juzgado:  Juzgado Primero del Tribunal . 

 

Comité: Comité de Adquisiciones, 

Arrendamientos y Servicios del 

Poder Ejecutivo del Estado de Baja 

Cal ifornia.  

 

Licitación: Licitación Públ ica Regional 

**********1.  

 

Resolución 

administrativa:  

Fal lo de Licitación Públ ica Regional 

**********1, de treinta y uno de 

mayo de dos mil  trece, emitido por 

el  Comité de Adquisiciones, 

Arrendamientos y Servicios del 

Poder Ejecutivo del Estado de Baja 

Cal ifornia. 

 

 



 

 

1. ANTECEDENTES DEL CASO:  

 

1.1. Presentación de la demanda.  Mediante 

escri to presentado el  veinte de junio de dos mil  trece, 

**********2, en su carácter de representante legal de la 

moral Proveedora Baja de Equipos, S. de R. L. de C.V., 

promovió demanda de nul idad en contra de la Resolución 

administrativa .  

 

1.2. Trámite del juicio y contestación de 

demanda.  La demanda, previa prevención cumpl ida, se 

admitió en proveído de ocho de jul io de dos mil  trece , 

teniéndose como acto impugnado la Resolución  

administrativa y emplazándose como autoridad 

demandada al Comité de Adquisiciones, Arrendamiento y 

Servicios del Poder Ejecutivo del Estado de Baja Cal ifornia.  

 

Posteriormente se continuó con la tramitación del 

juicio en los términos que al  respecto establece la Ley del 

Tribunal y mediante proveído de treinta de agosto de dos 

mil  trece, se tuvo a la autoridad contestando la demanda.  

 

El  veintis iete de mayo de dos mil  catorce se 

celebró audiencia de pruebas y alegatos y se citó para 

sentencia. 

 

2. PRESUPUESTOS PROCESALES.  

 

2.1. Competencia legal para conocer de la 

controversia.  

 

Este Juzgado  no tiene competencia legal para 

conocer y resolver la presente controversia, atendiendo al 

carácter federal de los recursos destinados para cubrir las 

erogaciones derivadas del contrato cuya rescisión se 

impugnada, así  como la normatividad apl icable a ese 

contrato y a la resolución administrativa.  

 

Por ende, en el  caso, se actual i za la 

improcedencia del juicio, de conformidad con lo dispuesto 

en el  artículo 40, fracción I , de la Ley del Tribunal , de 

subsecuente inserción.  

 

“ARTÍCULO 40.- El  juicio ante el  Tr ibunal de lo 

Contencioso Administrativo, es improcedente contra 

actos o resoluciones:  

 

I .-  Cuya impugnación no corresponda conocer al 

Tr ibunal; 
[…]” 

 



 

Conforme al artículo y fracción transcrita, es 

improcedente el  juicio ante el  Tribunal  contra actos que no 

le competa conocer; de modo que, s i se demanda algún 

acto ajeno a su competencia, la consecuencia necesaria, 

cuando la demanda respectiva se hubiere admitido, es que 

deba sobreseerse en el  juicio.  

 

A efecto de acreditar la actual ización de esa 

causa de improcedencia, en primer término, es necesario 

destacar que el  acto aquí combatido es: 

 

La resolución al Fal lo de Licitación Públ ica 

Regional **********1, de treinta y uno de mayo de dos mil  

trece, emitido por el  Comité de Adquisiciones, 

Arrendamientos y Servicios del Poder Ejecutivo del Estado 

de Baja Cal ifornia, la cual determinó que la parte actora no 

fue la vencedora. 

 

De la copia certificada de la Licitación 1 se 

advierte lo siguiente:  

 

1. Que el  objeto de la Licitación  fue el  suministro 

de uniformes para la Secretaría de Seguridad Públ ica del 

Estado de Baja Cal ifornia.  

 

2.  Que los recursos para el  pago de la Licitación , 

provinieron del Fondo de Aportaciones de Seguridad 

Públ ica para los Estados y el  Distr ito Federal para el  Ejercicio 

Fiscal 2013.  

 

Entonces, con lo anterior en el  presente asunto, 

se acredita, que los recursos para la final idad de la 

Licitación, fueron con cargo a recursos federales,  al 

precisarse que éstos son provenientes del Fondo de 

Aportaciones de Seguridad Públ ica para los Estados y el 

Distr ito Federal para el  Ejercicio Fiscal 2013 (FASP).  

 

A efecto demostrar tal  aseveración es necesario 

destacar lo siguiente:  

 

FASP.- Es una aportación federal prevista en el 

Presupuesto de Egresos de la Federación para el  Ejercicio 

Fiscal 2013 tal  y como se advierte del artículo 8 fracción I  y 

del anexo 21 ramo 33, que se transcriben a continuación.  

 

Art ículo 8.  E l  ejercicio de los recursos federales 

aprobados en este Presupuesto de Egresos para ser  

t ransfer idos a las ent idades federat ivas y, por conducto de 

éstas, a los municipios y a las demarcaciones ter r i tor iales del  

Dist r i to Federal , así  como el  de los recursos federales que se 

ejerzan de manera concurrente con recursos de dichos 

                                                           
1 Obrante a fojas 243 a 813 de autos, exhibido por la autoridad. por lo que cuenta con valor probatorio pleno. 



 

órdenes de gobierno, se sujetará a las disposiciones legales 

apl icables, al  pr incip io de anual idad y a lo s iguiente:  

I .  E l  resultado de la dist r ibución entre las ent idades 

federat ivas de los recursos que integran los fondos del Ramo 

General  33 Aportaciones Federales para Ent idades 

Federat ivas y Municipios, se presenta en el  Tomo IV de este 

Presupuesto de Egresos, con excepción del Fondo de 

Aportaciones para la Seguridad Públ ica de los Estados y del 

Dist r i to Federal  (FASP), cuya dist r ibución se real izará 

conforme a lo dispuesto en el  art ículo 44 de la Ley de 

Coordinación Fiscal ;  

 
ANEXO 21.  RAMO 33 APORTACIONES FEDERALES PARA 

ENTIDADES FEDERATIVAS Y MUNICIPIOS (pesos)  

 
 Monto 

(…)  

Fondo de Aportaciones para la Seguridad 

Pública de los Estados y del Distrito 

Federal 

7,631,760,775 

 
Asimismo, resulta pertinente invocar los artículos 

25, 44 y 45 de la Ley de Coordinación Fiscal (vigente al 

momento de la emisión de la Licitación):  

 

De los Fondos de Aportaciones Federales  

 

ARTICULO 25.-  Con independencia de lo establecido 

en los capítulos I  a IV de esta Ley, respecto de la 

part icipación de los Estados, Municipios y el  Dist r i to Federal  

en la recaudación federal  part icipable, se establecen las 

aportaciones federales , como recursos que la Federación 

t ransf iere a las haciendas públ icas de los Estados, Dist r i to 

Federal ,  y en su caso, de los Municipios, condicionando su 

gasto a la consecución y cumpl imiento de los objet ivos que 

para cada t ipo de aportación establece esta  Ley, para los  

Fondos s iguientes:  

[…]  

VI I .-  Fondo de Aportaciones para la Seguridad Públ ica 

de los Estados y del Dist r i to Federal ;  

 

ARTICULO 44.-  E l  Fondo de Aportaciones para la 

Seguridad Públ ica de los Estados y del Dist r i to Federal  se 

const i tui rá con cargo a recursos Federales, mismos que 

serán determinados anualmente en el  Presupuesto de 

Egresos de la Federación. La Secretar ía de Seguridad 

Públ ica formulará a la Secretar ía de Hacienda y Crédito 

Públ ico una propuesta para la integración de dicho Fondo.  

En el  Presupuesto de Egresos de la Federación de 

cada ejercicio f i scal se hará la dist r ibución de los recursos 

federales que integran este Fondo entre los dist intos rubros 

de gasto del Sistema Nacional de Seguridad Públ ica 

aprobados por el  Consejo Nacional de Seguridad Públ ica.  

E l  E jecut ivo Federal ,  a t ravés de la Secretar ía de 

Hacienda y Crédito Públ ico, entregará a las ent idades el  

Fondo de Aportaciones para la Seguridad Públ ica de los 

Estados y del Dist r i to Federal  con base en los cr i ter ios que el  

Consejo Nacional de Seguridad Públ ica determine, a 

propuesta de la Secretar ía de Seguridad Públ ica, ut i l i zando 

para la dist r ibución de los recursos, cr i ter ios que incorporen 

el  número de habitantes de los Estados y del  Dist r i to Federal ;  

el  índice de ocupación pen itenciar ia; la implementación de 

programas de prevención del del i to; los recursos dest inados 

a apoyar las acciones que en materia de seguridad públ ica 

desarrol len los municipios, y el  avance en la apl icación del  

Programa Nacional  de Seguridad Públ ica en ma teria de 



 

profesional ización, equipamiento, modernización 

tecnológica e infraestructura. La información relacionada 

con las fórmulas y var iables ut i l i zadas en el  cálculo para la 

dist r ibución y el  resultado de su apl icación que 

corresponderá a la asignación por cada Estado y el  Dist r i to 

Federal ,  deberá publ icarse en el  Diar io Oficial  de la  

Federación a más tardar a los 30 días naturales s iguientes a 

la publ icación en dicho Diar io del Presupuesto de Egresos 

de la Federación del ejercic io f i scal  de que se t rate . Los 

convenios celebrados entre las partes integrantes del 

Si stema Nacional  y los anexos técnicos, deberán f i rmarse en 

un término no mayor a sesenta días contados a part i r  de la 

publ icación de la información antes mencionada.  

Este Fondo se enterará mensua lmente por la 

Secretar ía de Hacienda y Crédito Públ ico durante los 

pr imeros diez meses del año a los Estados y al  Dist r i to 

Federal ,  de manera ági l  y di recta s in más l imitaciones ni  

rest r icciones, incluyendo aquél las de carácter  

administ rat ivo, salvo que no  se cumpla lo dispuesto en este 

art ículo.  

Para los efectos del entero a que se ref iere el  párrafo 

anter ior  no procederán los ant icipos a que se ref iere el  

segundo párrafo del art ículo 7o. de esta Ley.  

Los Estados y el  Dist r i to Federal  reportarán 

t r imestralmente a la Secretar ía de Seguridad Públ ica federal  

el  e jercicio de los recursos del  Fondo y el  avance en el  

cumpl imiento de las metas, así  como las modif icaciones 

real i zadas a los convenios de colaboración y sus anexos 

técnicos en la mater ia; en este últ im o caso deberán inclui r se 

los acuerdos del respect ivo Consejo Estatal  de Seguridad 

Públ ica o el  acuerdo correspondiente del Consejo Nacional 

de Seguridad Públ ica, así  como la just i f icación sobre las 

adecuaciones a las asignaciones previamente establecidas.  

 

ARTICULO 45.-  Las aportaciones federales que con 

cargo al  Fondo de Aportaciones para la Seguridad Públ ica 

de los Estados y del  Dist r i to Federal  reciban dichas 

ent idades se dest inarán exclusivamente al  reclutamiento,  

formación, selección, evaluación y depuración de los 

recursos humanos vinculados con tareas de seguridad 

públ ica; al  otorgamiento de percepciones extraordinarias 

para los agentes del  Minister io Públ ico, los peri tos, los  

pol icías judiciales o sus equivalentes de las Procuradurías de 

Just icia  de los Estados y del  Dist r i to Federal ,  los  pol icías 

prevent ivos o de custodia de los centros penitenciar ios y de 

menores inf ractores; al  equipamiento de las pol icías 

judiciales o de sus equivalentes, de los peri tos, de los 

minister ios públ icos y de los po l icías prevent ivos o de 

custodia de los centros penitenciar ios y de menores 

infractores; al  establecimiento y operación de la red 

nacional  de telecomunicaciones e informática para la 

seguridad públ ica y e l  servicio telefónico nacional de 

emergencia; a la construcción, mejoramiento o ampl iación 

de las instalaciones para la procuración e impart ición de 

just icia, de los centros de readaptación social  y de menores 

infractores, así  como de las instalaciones de los cuerpos de 

seguridad públ ica y sus centros de capacitación; a l 

seguimiento y evaluación de los programas señalados.  

Los recursos para el  otorgamiento de percepciones 

extraordinarias para los agentes del Minister io Públ ico, los 

pol icías judiciales o sus equivalentes, los pol icías prevent ivos 

y de custodia, y los peri tos de las procuradur ías de just icia 

de los Estados y del  Dist r i to Federal ,  tendrán el  carácter de 

no regular i zables para los presupuestos de egresos de la 

Federación de los ejercicios subsecuentes y las 

responsabi l idades laborales que deriven  de tales recursos 

estarán a cargo de los gobiernos de los Estados y del  Dist r i to 

Federal .  

Dichos recursos deberán apl icarse conforme a los 

programas estatales de seguridad públ ica derivados del  



 

Programa Nacional de Seguridad Públ ica, acordado por el  

Consejo Nacional de Seguridad Públ ica, de acuerdo a la Ley 

General  que establece las Bases de Coordinación del  

Si stema Nacional de Seguridad Públ ica.  

Serán materia de anexos especí f icos entre la 

Federación y los Estados y el  Dist r i to Federal , los programas 

de la red nacional  de telecomunicaciones e informática y el  

servicio te lefónico nacional de emergencia del s i stema 

nacional de información.  

Los Estados y el  D ist r i to Federal  proporcionarán al  

E jecut ivo Federal ,  por conducto de la Secretar ía de 

Gobernación, la información f inanciera, operat iva y 

estadíst ica que le sea requerida.  

 

En las relatadas condiciones, se tiene que el 

Fondo de Aportaciones de Seguridad Públ ica para los 

Estados y el  Distrito Federal para el  Ejercicio Fiscal 2013 

(FASP), es de naturaleza federal, pues no obstante que los 

recursos que en virtud de el los se autorizan, pasan a formar 

parte de las haciendas estatales, es la Federación la que 

autoriza su destino y aplicación,  por lo que los otros niveles 

de gobierno no pueden disponer l ibremente de dichos 

recursos.  

 

Ahora, la Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, al  resolver la contradicción de tesis 

23/2015, estableció que los contratos de obra públ ica son 

de naturaleza administrativa, toda vez que en el los el 

Estado interviene en su función de persona de derecho 

públ ico, en situación de supra ordinación respecto del 

particular, con el  propósito de satisfacer necesidades 

colectivas y proporcionar beneficios sociales, y que su 

fundamento se encuentra en el  artículo 134 constitucional.  

 

El  Alto Tribunal concluyó que el  Tribunal Federal 

de Justicia Administrativa es competente para conocer de 

la interpretación y el  cumpl imiento de contratos con cargo 

a recursos federales , con independencia de que los hayan 

celebrado entidades federativas o municipios, en tanto que 

lo que da la competencia es el carácter federal de los 

recursos empleados y el  marco normativo que rige la 

competencia material  de ese Tr ibunal, la cual se ha 

del ineado para conferir le la atr ibución de resolver 

integralmente sobre esas materias.  

 

Dichas consideraciones se encuentran contenidas 

en la jurisprudencia 2a./J. 62/2015 (10a.) , emitida por la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

vis ible en la página 1454, Libro 18, mayo de 2015, Tomo I I , 

Décima Época, registro digital  2009252, de la Gaceta del 

Semanario Judicial  de la Federación, de tí tulo, subtí tulo y 

texto siguientes:  

 

“CONTRATOS DE OBRA PÚBLICA. COMPETE AL 

TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA 



 

RESOLVER SOBRE SU INTERPRETACIÓN Y CUMPLIMIENTO, 

CUANDO LOS CELEBREN ENTIDADES FEDERATIVAS O 

MUNICIPIOS, CON CARGO A RECURSOS FEDERALES .  De la 

interpretación sistemática de los artículos 14, fracciones 

VI I , XV y XVI , y 15 de la Ley Orgánica del Tr ibunal 

Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, se advierte 

que este órgano jur isdiccional conocerá del jui cio 

contencioso administrativo regulado en la Ley Federal  

de Procedimiento Contencioso Administrativo, 

promovido contra resoluciones definit ivas, actos 

administrativos y procedimientos en materia 

administrativa sobre interpretación y cumplimiento de 

contratos de obras públ icas, adquisiciones,  

arrendamientos y servicios celebrados por las 

dependencias y entidades de la administración pública 

federal, así  como de las resoluciones emitidas conforme 

a la Ley de Fiscal ización y Rendición de Cuentas de la 

Federación y para dir imir lo concerniente a las 

sanciones administrativas, en términos de la Ley Federal 

de Responsabil idades Administrativas de los Servidores 

Públ icos; de donde se sigue que el  Tr ibunal Federal de 

Justicia Fiscal y Administrativa es competente p ara 

conocer de la interpretación y el  cumplimiento de 

contratos de obra pública con cargo a recursos 

federales, con independencia de que los hayan 

celebrado entidades federativas o Municipios, en tanto 

que lo que da la competencia es el carácter federal de  

los recursos empleados y el  marco normativo que r ige la 

competencia material de ese Tr ibunal, la cual se ha 

del ineado para conferir le la atr ibución de resolver 

integralmente sobre esas materias.”  

 

Jurisprudencia que resulta obl igatoria, de 

conformidad con el  artículo 94, párrafo séptimo de la 

Consti tución Pol í tica de los Estados Unidos Mexicanos el 

cual dispone que: 

"La ley f i jará los términos en que sea 

obl igatoria la jur isprudencia que establezcan los 

Tr ibunales del Poder Judicial  de la Federación sobre 

la interpretación de la Constitución y normas 

generales, así como los requis itos para su 

interrupción”  

 

La esfera de la obl igatoriedad de la 

jur isprudencia precisa que los criterios emitidos por la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, serán obligatorios  

para todas las autoridades jurisdiccionales de la Federación 

y de las entidades federativas, con excepción de la propia 

Suprema Corte, de acuerdo con lo establecido en el 

artículo 2172 de la Ley de Amparo. 

 

                                                           
2 Artículo 217. La jurisprudencia que establezca la Suprema Corte de Justicia de la Nación será obligatoria para todas las 

autoridades jurisdiccionales de la Federación y de las entidades federativas, con excepción de la propia Suprema Corte.  

La jurisprudencia que establezcan los plenos regionales es obligatoria para todas las autoridades jurisdiccionales de la 

Federación y de las entidades federativas de su región, salvo para la Suprema Corte de Justicia de la Nación y los plenos 

regionales.  

La jurisprudencia que establezcan los tribunales colegiados de circuito es obligatoria para todas las autoridades jurisdiccionales 
de la Federación y de las entidades federativas de su circuito, con excepción de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los 

plenos regionales y los tribunales colegiados de circuito.  

La jurisprudencia en ningún caso tendrá efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna. 



 

De ahí que si la l icitación Públ ica Regional 

**********1, al  ser con cargo en recursos federales, este 

Juzgado carece de competencia legal para conocer del 

reclamo de la parte actora, por lo que se actualiza la 

causal de improcedencia prevista en la fracción I del 

artículo 40 de la Ley del Tribunal , reproducida l íneas arriba, 

y con fundamento en el  artículo 41, fracción I I , del 

ordenamiento legal en cita, lo procedente es decretar el 

sobreseimiento en el  presente juicio.  

 

Finalmente, es pertinente señalar que el  hecho de 

que el  asunto no resul te de la competencia de este 

Juzgado no impl ica que se deba señalar al órgano 

jur isdiccional al  que se considere le competente conocer 

de la controversia y ordenar la remisión de los autos, pues 

no deben confundirse las figuras jurídicas de la 

incompetencia y de la improcedencia del juicio, siendo 

ésta última la actual izada en el  asunto.  

 

Sirve de apoyo la jurisprudencia P./J. 21/2018 

(10a.) emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, publ icada en el  Semanario Judicial de la 

Federación, con registro digital  2017811, apl icable por 

analogía, de rubro y texto:  

 

“ IMPROCEDENCIA DE LA VÍA EN EL JUICIO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. CUANDO LA DEMANDA 

RESPECTIVA SE HUBIERE ADMITIDO, EL TRIBUNAL FEDERAL 

DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEBE LIMITARSE A 

SOBRESEER EN EL JUICIO .  Conforme al  artículo 8o., 

fracción I I , de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo, es improcedente el ju icio 

ante el Tr ibunal Federal de Just icia Administrativa 

contra actos que no le competa conocer a dicho 

Tr ibunal; de modo que si  se demanda algún acto ajeno 

a su competencia material prevista en los artículos 14 y 

15 de la Ley Orgánica que lo r ige, la consecuencia 

necesaria, cuando la demanda respectiva se hubiere 

admitido, es que deba sobreseerse en el  juicio, con 

apoyo en la fracción I I  del artículo 9o.  del primer 

ordenamiento citado, acorde con la cual, procede el  

sobreseimiento cuando durante el juicio aparezca o 

sobrevenga alguna de las causas de improcedencia a 

que se refiere el artículo 8o. mencionado. Ahora bien, 

como ninguno de estos preceptos, ni  alguno otro de la 

propia ley, disponen que al actual izarse la 

improcedencia –y el consecuente sobreseimiento en el  

juicio–  también deba precisarse en la propia resolución 

cuál es, en su caso, la diversa autoridad a quien 

compete el conocimiento del  asunto, se concluye que 

en estos supuestos el legis lador estableció una causal 

sustentada en la improcedencia de la vía y, por el lo, no 

existe obl igación legal del Tr ibunal de señalar a qué 

otra autoridad han de remiti rse los autos, ni  debe 

esperar a que ésta decida si  acepta o no la 

competencia, y menos aún condicionar la 

improcedencia del juicio hasta que se decida un 
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posible confl icto competencial entablado con el  

órgano al  que se le decl inó competencia, a f in de que 

hasta este últ imo momento se decrete la f i rmeza del 

sobreseimiento. En efecto, no deben confundirse las 

f iguras jur ídicas de la incompetencia y de la 

improcedencia de la vía, pues mientras la primera 

implica la apertura de un procedimiento para 

determinar qué órgano jur isdiccional se hará cargo de 

la demanda, ya sea porque una autoridad decline su 

conocimiento, o bien, pida a otra que se inhiba de el lo;  

la segunda exclusivamente conl leva la determinación 

uni lateral de rechazar la demanda porque ante quien 

se presentó carece de atr ibuciones para conocer de las 

pretensiones del actor,  quedando a salvo sus derechos 

para hacerlos valer ante la autoridad que el i ja como la 

competente. En consecuencia, como la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo no dispone 

expresamente la apertura de un trámite competencial 

cuando se est ime que el juicio es improcedente, porque 

el acto cuya nul idad se demandó no le compete 

conocerlo al Tr ibunal Federal de Justicia Administrativa, 

ante esta clara improcedencia de la vía, cuando la 

demanda hubiere sido admitida, dicho órgano 

jur isdiccional debe l imitarse a sobreseer en el juicio,  

pues al carecer de facultades expresas para la 

apertura de un trámite competencial,  hecha excepción 

de los confl ictos originados al  seno del propio Tr ibunal 

por razón de terr i tor io, tampoco debe actuar en un 

sentido no autorizado por la ley, s i  se toma en cuenta 

que conforme al principio de legalidad sólo puede 

hacer lo que ésta le permite y, además, con ese 

proceder tampoco se restr ingen las defensas del actor, 

al contar con medios de impugnación a su alcance 

para combatir el  sobreseimiento refer ido.  

 

   

3.PUNTOS RESOLUTIVOS.  

 

En mérito de todo lo anteriormente expuesto y 

fundado, se resuelve : 

 

 ÚNICO. Se decreta el  sobreseimiento del presente 

juicio contencioso administrativo.  

  

 Notifíquese a las partes mediante Boletín 

Jurisdiccional.  

 Así  lo resolvió Raúl Aldo González Ramírez, Pr imer 

Secretario de Acuerdos del Juzgado Primero del Tr ibunal 

Estatal  de Justicia Administrativa de Baja Cal ifornia en 

funciones de Juez Titular por Ministerio de Ley en términos 

del artículo 12 de la Ley del Tribunal Estatal  de Justicia 

Administrativa de Baja Cal ifornia, según designación hecha 

mediante Acuerdo de Pleno de ocho de junio de dos mil  

veinti trés; y firma ante la presencia del Secretario de 

Acuerdos, Antonio Bio Jiménez, que autoriza y da fe.  
 
RAGR/ABJ  

 

 

 



 

1 

 

 

 

 

 

 

 

 

2 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

“ELIMINADO: Número de licitación pública regional 4 párrafos con 4 renglones, en fojas 1, 3 y 8.  
Fundamento legal: artículos 54, 99 de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Apertura 

Institucional para el estado de Baja California, 55, 59 del Reglamento en Materia de Transparencia, Acceso a la 

Información Pública y Protección de Datos Personales del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja 

California.  

La clasificación de la información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento 

contiene datos personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física 

identificada e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, 

proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.”  

“ELIMINADO: Nombre de representante legal, 1 párrafo con 1 renglón, en foja 2.  
Fundamento legal: artículos 54, 99 de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Apertura 

Institucional para el estado de Baja California, 55, 59 del Reglamento en Materia de Transparencia, Acceso a la 

Información Pública y Protección de Datos Personales del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja 

California.  

La clasificación de la información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento 

contiene datos personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física 

identificada e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, 

proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.”  



 

 

LA SUSCRITA LICENCIADA ASAHI RIVERA CAMPOS, 

SECRETARIA DE ACUERDOS ADSCRITA AL JUZGADO PRIMERO 

DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA 

CALIFORNIA, HACE CONSTAR: ------------------------------------------  

QUE LO TRANSCRITO CON ANTERIORIDAD CORRESPONDE A 

UNA VERSIÓN PÚBLICA DE RESOLUCIÓN DE PRIMERA 

INSTANCIA DICTADA EN EL EXPEDIENTE 122/2013 , EN LA QUE 

SE SUPRIMIERON DATOS QUE SE HAN CLASIFICADO COMO 

CONFIDENCIALES, CUBRIENDO EL ESPACIO 

CORRESPONDIENTE, INSERTANDO DIEZ ASTERISCOS, VERSIÓN 

QUE VA EN 9  (NUEVE) FOJAS ÚTILES. ----------------------------------  

LO ANTERIOR CON FUNDAMENTO EN LO ESTABLECIDO POR 

LOS ARTÍCULOS 54, 60, FRACCIÓN I I I , B), 99, 104 DE LA LEY DE 

TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y 

APERTURA INSTITUCIONAL, Y 55, 57, 58, 59 DEL REGLAMENTO 

EN MATERIA DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA 

INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS 

PERSONALES DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA 

ADMINISTRATIVA DE BAJA CALIFORNIA, LO QUE SE HACE 

CONSTAR PARA LOS EFECTOS LEGALES A QUE HAYA LUGAR, 

EN LA CIUDAD DE MEXICALI , BAJA CALIFORNIA, A QUINCE DE 

DICIEMBRE DE DOS MIL VEINTICINCO . DOY FE.----------------------  

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 


